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L a situación vivida el verano pa-
sado en el Aeropuerto de El 
Prat y otros lugares puso de 

manifiesto la existencia de un problema 
en la prestación de servicios de seguri-
dad privada que, al margen de otras cir-
cunstancias achacables al propio sec-
tor, tiene su origen en el interés desme-
dido de la Administración por reducir 
los costes de sus procesos de contrata-
ción en general y, en particular, de los 
servicios y suministros de seguridad. 
Por ello, hace tiempo que se demanda 
un sistema que no tenga en cuenta 
solo el precio del servicio, sino que va-
lore en sus justos términos las garantías 
de calidad ofertadas como mejor fór-
mula para evitar la presencia de com-
petidores desleales y, en consecuencia, 
mermas en la calidad y abusos en las re-
laciones laborales con el personal.

Ciertamente, el peso del sector pú-
blico tiene la suficiente entidad para to-
marlo como referente en los modelos 
de contratación, máxime teniendo en 
cuenta que representa el 18 por ciento 
del volumen del negocio de la segu-
ridad privada en España. Pero con ser 
esta circunstancia determinante, lo es 
más el efecto ejemplarizante que sus 
buenas o malas prácticas producen en 
el mercado de la seguridad, teniendo 
siempre presente que nuestro país vive 
en situación permanente de alerta an-
titerrorista y que nuestra industria na-
cional por excelencia, el turismo, exige 
ofrecer un alto grado de percepción de 
seguridad.

En este contexto, la publicación de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Con-
tratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico 
español las directivas del Parlamento 
Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 

Fundamento
Como la propia ley indica en su preám-
bulo, la legislación de contratos públi-
cos, pese a su marcado carácter nacio-
nal, encuentra el fundamento de mu-
chas de sus previsiones en la actividad 
normativa de instituciones de carác-
ter internacional, especialmente, de la 
Unión Europea. Y así ha ocurrido tam-
bién en esta ocasión, toda vez que la 
“Estrategia Europa 2020” atribuye un 
papel clave a la contratación pública, 
al configurarla como uno de los instru-
mentos que deben ser utilizados para 
conseguir un crecimiento inteligente, 
sostenible e integrador, garantizando al 
mismo tiempo un uso racional de los 
fondos públicos.

Con este fin, aparecen tres nuevas 
directivas comunitarias: la 2014/23/
UE, relativa a la adjudicación de con-
tratos de concesión; la 2014/24/UE, so-
bre contratación pública; y la 2014/25/
UE, relativa a la contratación por enti-
dades que operan en los sectores del 

2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, 
en las que se establece ya la necesi-
dad de conseguir una mejor relación 
calidad-precio, viene a representar un 
rayo de esperanza para mejorar la situa-
ción anterior porque se empieza a su-
perar la consideración del precio como 
elemento fundamental en las adjudi-
caciones. Ahora bien, ¿está justificada 
esta esperanza?, ¿es efectivamente esta 
nueva ley la solución a los problemas 
padecidos?

Trataremos de dar respuesta a es-
tas preguntas a lo largo de este artí-
culo, que no pretende realizar un aná-
lisis jurídico de la nueva regulación, 
sino, centrándose exclusivamente en 
la contratación de servicios y suminis-
tros de seguridad, valorar su capaci-
dad para superar algunos de los defec-
tos detectados en la anterior. En todo 
caso, pronto iremos contrastando he-
chos, puesto que la nueva ley, con al-
gunas excepciones, entró en vigor el 
pasado 9 de marzo. 
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mos de calidad excluyentes y, superado 
ese filtro, dirimir la competencia en base 
exclusivamente al precio ofertado. Dos: 
con independencia de fijar un mínimo 
de calidad, establecer unos baremos de 
valoración de las condiciones técnicas 
que primen las ofertas que aporten me-
jores condiciones de ejecución para su 
ulterior contraste con el precio.

Ciertamente en ambos modelos se 
tienen en cuenta calidad y precio para 
la adjudicación. Ahora bien, si el obje-
tivo de la ley es mejorar la relación entre 
ambos parámetros, es evidente que el 
segundo contribuye más a ese fin. Pero 
incluso en ese caso, la variedad de fór-
mulas que pueden emplearse para pon-
derar calidad y precio da lugar a con-
cepciones muy diferentes de la forma 
de establecer la relación entre ambos y 
servir mejor a los intereses del Estado. 
Sería deseable que, en el desarrollo de 
esta ley vía reglamento o normativa sec-
torial, se impusieran fórmulas que garan-
ticen una ponderación efectiva. 

Como ejemplo paradigmático de una 
de las vías utilizadas en la actualidad 
para conseguir bajadas puras en los pre-
cios, cabe citar la subasta electrónica, 
prevista en el artículo 148 del Real De-
creto Legislativo 3/2011, de 14 de no-
viembre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público, vigente hasta la entrada 
en vigor de la nueva ley. Ciertamente, 
el uso que ha venido haciéndose de 
este procedimiento no ha sido un ejem-
plo de búsqueda del mejor interés para 
el Estado toda vez que, pese a que la 
norma hace referencia a la presenta-
ción de mejoras en los precios o de 
nuevos valores relativos a determi-
nados elementos de las ofertas que 
las mejoren en su conjunto, los licitan-
tes únicamente basan la subasta en la 
mejora de los precios ofertados, impo-
niendo, además, importantes porcen-
tajes mínimos de bajada para participar 
en el proceso. Tampoco se tiene muy en 
cuenta la condición de que este proce-
dimiento solo puede aplicarse cuando 
las prestaciones que constituyan el 
objeto del contrato no tengan carác-

de sus avances, sino que seguirán rigién-
dose por la Ley 31/2007. La cuestión no 
es baladí, habida cuenta de la importan-
cia de estos sectores en la contratación 
de servicios de seguridad privada.   

Objetivos
Los objetivos que persigue la nueva ley 
son, en primer lugar, lograr una mayor 
transparencia en la contratación pú-
blica y, en segundo lugar, conseguir una 
mejor relación calidad-precio. Este se-
gundo objetivo, de extraordinaria im-
portancia tanto para los contratantes 
como para las empresas licitadoras, 
viene impuesto por la propia Directiva 
2014/24/UE, que, en su considerando 
90, apunta que debería establecerse ex-
plícitamente que la oferta económica-
mente más ventajosa se evalúe sobre la 
base de la mejor relación calidad-precio. 
En consecuencia, la nueva ley establece, 
por primera vez, la obligación de los ór-
ganos de contratación de incluir aspec-
tos cualitativos, medioambientales, so-
ciales e innovadores vinculados al ob-
jeto del contrato.

Más allá de la indudable importancia 
de los aspectos que configuran un mo-
delo de contratación socialmente res-
ponsable, nos interesa detenernos en 
aquellos otros que contribuyan a con-
seguir esa mejor relación calidad-precio 
en los contratos de servicios y suminis-
tros de seguridad privada. Básicamente, 
vienen utilizándose dos sistemas de ad-
judicación. Uno: establecer unos míni-

agua, la energía, los transportes y los 
servicios postales. La primera no tiene 
precedente en la normativa comunita-
ria y la segunda sustituye a la 2004/18/
CE, sobre coordinación de los procedi-
mientos de adjudicación de los contra-
tos públicos de obras, de suministro y 
de servicios, transpuesta a su vez al or-
denamiento español por el texto refun-
dido de la Ley de Contratos del Sector 
Público, aprobado por Real Decreto Le-
gislativo 3/2011, de 14 de noviembre, 
ahora derogado por la nueva Ley 9/2017, 
que transpone ambas directivas. 

Por lo que respecta a la Directiva 
2014/25/UE, sustituye a la 2004/17/CE, 
transpuesta a su vez por la Ley 31/2007 
de 30 de octubre, sobre procedimien-
tos de contratación en los sectores del 
agua, la energía, los transportes y los 
servicios postales, que obviamente de-
berá ser modificada al efectuar la incor-
poración de la nueva directiva. No obs-
tante, este hecho aún no se ha produ-
cido, por lo que habrá de determinarse 
la legislación aplicable en dicho ám-
bito, aunque la nueva ley prevé su apli-
cación a todos los contratos que cele-
bren las entidades que tengan la consi-
deración de administraciones públicas, 
independientemente del sector al que 
se refieran, siempre que se superen de-
terminadas cuantías. Parece evidente 
que la nueva Ley de Contratos del Sec-
tor Público no será de aplicación a aque-
llos contratantes que no gocen de esta 
consideración, por lo que no disfrutarán 
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ción, constituya un instrumento eficaz al 
servicio de este objetivo.

La ley se plantea, además, el obje-
tivo de la integridad, para lo cual es-
tablece un nuevo sistema de gober-
nanza pública orientado a la lucha con-
tra el fraude y la corrupción. Además 
de la Junta Consultiva de Contratación 
Pública del Estado, designada como el 
punto de referencia para la cooperación 
con la Comisión Europea y que conti-
núa siendo el órgano específico de re-
gulación y consulta en materia de con-
tratación pública del sector público es-
tatal, se crea en su seno el Comité de 
Cooperación en materia de contrata-

ción pública, principalmente para articu-
lar un espacio de coordinación y coope-
ración en áreas de acción común con las 
comunidades autónomas y con las en-
tidades locales, así como para elaborar 
la propuesta de Estrategia Nacional de 
Contratación Pública. En tercer lugar, se 
crea la Oficina de Supervisión de la Con-
tratación, también a nivel estatal, con 
plena independencia orgánica y fun-
cional, que debe rendir cuentas anual-
mente a las Cortes Generales y al Tribu-
nal de Cuentas sobre sus actuaciones. 

El desarrollo de una Estrategia Nacio-
nal de Contratación Pública es precisa-
mente una novedad de la ley que repre-
senta un enorme salto cualitativo para 
el desarrollo de buenas prácticas en la 
contratación. El artículo 334 la confi-
gura como un instrumento jurídico vin-
culante que se basará en el análisis de 
actuaciones de contratación realizadas 
por todo el sector público estatal, auto-
nómico o local. Entre los aspectos que 
debe abordar merece la pena destacar 
el análisis de los datos disponibles, en 
las distintas fuentes de información cua-

tación de ofertas para proceder a la mo-
dificación de los pliegos de la licitación. 
Será muy ilustrativo comprobar la direc-
ción que siguen los nuevos pliegos.

Respecto al primero de los objetivos, 
mejorar la transparencia en la contrata-
ción pública, debe señalarse el esfuerzo 
que la Administración viene realizando 
en ese sentido. No obstante, un ejercicio 
eficaz de este principio implicaría que 
todos los poderes contratantes pusieran 
a disposición de los interesados, empre-
sas e investigadores, a través de un por-
tal único, toda la información que pueda 
cederse sin merma del principio de se-
guridad.

Como objetivo complementario, la 
ley fija el de simplificación de trámi-
tes y, por consiguiente, la reducción de 
la burocracia para los licitadores y me-
jorar el acceso para las pymes. Se con-
tinúa así la senda emprendida en otras 
normas reguladoras del sector de la 
seguridad privada, potenciando el va-
lor de la declaración responsable en la 
práctica de determinados trámites. Por 
otra parte, la facilitación del acceso a las 
empresas de menor tamaño debe ser 
bienvenida en general y más en este 
sector donde el tejido empresarial está 
constituido en gran parte por este tipo 
de empresas. 

No obstante, los servicios de seguri-
dad privada presentan características 
únicas que pueden requerir la concu-
rrencia de empresas que puedan acredi-
tar su solvencia en base a criterios como 
ámbito de implantación, volumen de re-
cursos humanos y materiales u otros si-
milares, en cierto modo fuera del al-
cance de las empresas menores. De ahí 
que la división de los contratos en lotes, 
como regla general y no como excep-

ter intelectual, quizá por la indetermi-
nación de este concepto.

El sistema se ha revelado perverso ha-
bida cuenta de sus resultados. Si bien es 
cierto que se han mejorado las ofertas 
económicas (en numerosos supuestos 
se han documentado bajadas superio-
res a un 50% del precio original de licita-
ción) hay que constatar un notable de-
terioro en la calidad de los propios ser-
vicios o suministros contratados que, en 
primer lugar, repercute en el propio lici-
tante y, en última instancia, por tratarse 
del sector público, en la seguridad de 
los ciudadanos. 

La nueva ley mantiene el recurso de la 
subasta electrónica, aunque con ciertas 
matizaciones en relación a los términos 
de la anterior. Así, se acota la indeter-
minación del concepto “carácter inte-
lectual” citando expresamente, a título 
enunciativo y no limitativo, los servicios 
de ingeniería, consultoría y arquitec-
tura. Por otra parte, establece expresa-
mente que la subasta se basará única-
mente en los precios cuando el contrato 
se adjudique atendiendo exclusiva-
mente al precio, o bien en los precios y 
en nuevos valores de los elementos ob-
jetivos de la oferta que sean cuantifica-
bles y susceptibles de ser expresados en 
cifras o en porcentajes, cuando el con-
trato se adjudique basándose en varios 
criterios de adjudicación. Habida cuenta 
de que se trata de mejorar la pondera-
ción precio-calidad, es de esperar que 
las bajadas de precio puras desaparez-
can del panorama de las subastas elec-
trónicas en los contratos de servicios y 
suministros de seguridad.

No obstante, hemos tenido la opor-
tunidad de ver cómo en los pliegos del 
contrato de servicio de seguridad en 
los aeropuertos de AENA, sacado a lici-
tación el pasado 29 de diciembre –cier-
tamente antes de la entrada en vigor de 
la Ley 9/2017–, se mantiene la subasta 
electrónica dirigida exclusivamente a la 
presentación de precios a la baja. Entre 
otras razones, esta ha sido la causa de la 
presentación de un recurso especial por 
parte de FTSP-USO, aunque la propia 
AENA ha suspendido el plazo de presen-

El desarrollo de una Estrategia Nacional de 

Contratación Pública representa un enorme salto 

cualitativo para el desarrollo de buenas prácticas
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cuenta de las penosas experiencias vivi-
das en el pasado reciente y su impacto 
en la calidad de los servicios contrata-
dos. En este sentido, la anunciada Es-
trategia Nacional de Contratación Pú-
blica está llamada a desempeñar un pa-
pel determinante y sería deseable que 
buscase la participación equilibrada de 
todos los agentes del sector.

Decía Angel Ganivet, ilustre pensa-
dor español de la Generación del 98, 
que “para destruir las malas prácticas, 
la ley es mucho menos útil que los es-
fuerzos individuales”, y aquí tenemos 
un claro ejemplo de cómo una ley car-
gada de buenas intenciones ha de ser 
apoyada por un cambio en nuestra cul-
tura de seguridad. De una parte, la Ad-
ministración debe entender que los ser-
vicios de seguridad en nuestro país no 
pueden ser equiparables a cualesquiera 
otros servicios o suministros y su con-
tratación no puede acometerse sin va-
lorar su calidad. Por otra, nuestras em-
presas deben llevar a cabo un ejercicio 
de responsabilidad y, sin perjuicio de in-
tentar conseguir los mayores beneficios, 
razón de ser de su propia existencia; de-
ben evolucionar su concepto de nego-
cio en atención a las necesidades actua-
les de sus clientes, del estado de la tec-
nología y del rol que la Ley le atribuye a 
la seguridad privada al integrarla en el 
sistema público de seguridad. Pero pro-
bablemente, para conseguir este cam-
bio, habría que revisar el actual mo-
delo de seguridad privada-negocio 
para transitar hacia el de servicio. S

para empresas de nueva creación en 
los contratos inferiores a 500.000 eu-
ros, además de concretarse los requisi-
tos de adecuación de los suministros al 
objeto del contrato, también previsto 
en los contratos de servicios.

Conclusiones
La aparición de la Ley 9/2017, de con-
tratos del sector público, coincide en el 
tiempo con otros dos instrumentos de 
enorme interés para la contratación de 
servicios de seguridad privada: el con-
venio colectivo estatal para las em-
presas de seguridad para el período 
2017-2020 y el acuerdo del Grupo de 
Trabajo sobre Seguridad Privada en 
las infraestructuras de transporte de 
competencia estatal, ambas de extraor-
dinaria importancia aunque lastradas 
por el efecto de una representación in-
completa. Con este marco, cabe esperar 
un perfeccionamiento de las condicio-
nes de contratación por parte del sector 
público que repercuta positivamente en 
los servicios de seguridad privada.

No obstante, es preciso un ejercicio 
de concreción de alguna de esas con-
diciones en la normativa de desarro-
llo. Fundamentalmente, la pondera-
ción precio-calidad, uno de los objeti-
vos perseguidos, requiere un esfuerzo 
para definir en ámbitos sectoriales de-
terminados la mejor fórmula para valo-
rar ambos requerimientos. Igualmente, 
el uso de procedimientos como la su-
basta electrónica debe adecuarse escru-
pulosamente al espíritu de la ley, habida 

litativas y cuantitativas, para elaborar un 
diagnóstico de la situación de la contra-
tación pública y proponer medidas prio-
ritarias para la corrección de las disfun-
ciones que se identifiquen. Igualmente, 
la elaboración de manuales de buenas 
prácticas y la promoción de la profesio-
nalización en contratación pública me-
diante actuaciones de formación del 
personal del sector público.

Por otra parte, la nueva ley introduce 
normas más estrictas tanto en benefi-
cio de las empresas como de sus traba-
jadores, endureciendo las disposicio-
nes sobre esta materia en las denomi-
nadas ofertas “anormalmente bajas”. Se 
establece que los órganos de contrata-
ción rechazarán las ofertas si comprue-
ban que son anormalmente bajas por-
que no cumplan las obligaciones aplica-
bles en materia medioambiental, social 
o laboral. Esta objetivación del concepto 
viene a facilitar su aplicación, teniendo 
en cuenta la dificultad que para ello re-
presentaba la existencia de algunas re-
soluciones y sentencias (como referen-
cia, la Resolución 284/2012, de 14 de 
diciembre, del TACRC), que exigían un 
procedimiento contradictorio para evi-
tar que las ofertas anormales o despro-
porcionadas se pudieran rechazar sin 
comprobar previamente la posibilidad 
de su cumplimiento.

En cuanto a los requisitos para acre-
ditar la solvencia económica y finan-
ciera, mejora su concreción, especial-
mente si tenemos en cuenta que la di-
visión en lotes pasa a ser norma y no 
excepción, lo cual permitirá a las pe-
queñas empresas cumplir las condicio-
nes para optar a determinados lotes, 
a lo que hay que añadir la posibilidad, 
para determinados contratos, de que 
el órgano de contratación establezca 
medios de acreditación de la solven-
cia económica y financiera alternativos, 
siempre que aseguren la capacidad 
del contratista de aportar los fondos 
necesarios para la correcta ejecución 
del contrato. Lo mismo ocurre para la 
acreditación de la solvencia técnica 
en los contratos de suministro, donde 
se establecen condiciones específicas 
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